Palabras de Embajadora Carmen Moren en la Inauguración del Seminario derechos Humanos de las Mujeres: Buenas prácticas en la justicia de género.
Señor Ricardo Luis Lorenzetti, Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, señora Elena Highton de Nolasco, Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, señora Carmen María Argibay, Ministra de la Corte Suprema de Justicia, señora Gwyneth Kutz, Embajadora de Canadá en Argentina, señores ministros, señoras y señores jueces y magistrados y demás autoridades aquí presentes. Señoras y señores, buenos días a todas y todos.
Para la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres,  es un honor estar inaugurando con las autoridades de esta Corte Suprema de Justicia de la Nación este evento internacional que es el resultado de un importante esfuerzo internacional que ha permitido congregar algunas de las más importantes experiencias regionales sobre los esfuerzos que están avanzando los Estados en garantizar el acceso a la Justicia de las mujeres.
Para la Comisión Interamericana de Mujeres la Transversalización e Institucionalización de la perspectiva de género y de los derechos humanos de las mujeres en los procesos, programas, políticas y acciones de los Tribunales Superiores de Justicia en la región son una prioridad, de allí que hayamos venido observando desde la OEA, atentamente los múltiples esfuerzos realizados por la región para la implementación de la Convención de Belém do Pará. En este sentido apreciamos el empeño de Argentina y de manera especial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y su Oficina de La Mujer para compartir con nosotras su experiencia y dar paso con ello esta iniciativa, que sin lugar a dudas será la primera piedra de un construcción sólida y sostenida de intercambio, multiplicación y reproducción de los mejores esfuerzos regionales, buenas prácticas y lecciones aprendidas de la región americana en aplicación de los compromisos internacionales adquiridos en materia de derechos humanos de las Mujeres.
Como saben, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 1994), muestra el reconocimiento y la comprensión de los países miembros de la OEA de que la violencia hacia las mujeres constituye una violación de los derechos humanos y una forma de discriminación contra las mujeres.  
Este acuerdo histórico – el primer acuerdo intergubernamental que abordó la violencia contra las mujeres de manera explícita – originó la adopción de leyes y políticas sobre la violencia contra las mujeres en todos los Estados Parte, así como de un marco político y estratégico para su implementación. La Convención ha inspirado también campañas de acción y de información, normas legales y procedimientos, modelos de atención, procesos de sensibilización y capacitación con personal legal, de salud y de seguridad, iniciativas de monitoreo, evaluación y seguimiento y servicios de asesoría y de atención para mujeres víctimas. En cada país de la región existen ejemplos de estas acciones, aunque hasta el momento no han sido analizadas ni sistematizadas como buenas prácticas o lecciones aprendidas.
A pesar de estos avances, y de los 20 años de la firma de la Convención, la violencia contra las mujeres en las Américas persiste, mientras que las instituciones interamericanas creadas para enfrentarla no han logrado su eliminación. En el Primer Informe Hemisférico (2008), el Mecanismo de Seguimiento de la Convención de la Belém do Pará (MESECVI) destaca que desde la adopción de la Convención "…existen logros importantes en la prevención y sanción de la violencia contra las mujeres,” y se ha fortalecido la conciencia de los Estados sobre la necesidad de adoptar medidas efectivas; no obstante, "…todavía queda mucho camino por recorrer para hacer efectivo el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia." 
En el casi vigésimo aniversario de la adopción de la Convención de Belém do Pará, la violencia sigue siendo una realidad diaria para muchas mujeres de las Américas: en las calles, en las escuelas, en el trabajo y, peor aún pero con mayor frecuencia, en sus propios hogares. Se utiliza la violencia de manera rutinaria para callar, oprimir, sujetar y matar a las mujeres. El número de mujeres asesinadas por violencia de género es cada vez más alarmante. 
La violencia contra las mujeres es la manifestación última de la discriminación basada en el género, la violación de sus derechos fundamentales y un obstáculo para su completa y total participación política, económica y social. Para combatir esto, diversos tratados internacionales han establecido las obligaciones de los Estados relativas a la creación de procedimientos legales justos y efectivos para las mujeres que han sido víctimas de violencia. Dichos tratados también obligan a los Estados a establecer mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar la compensación y reparación justa y efectiva.
Los países en Latinoamérica han ido adaptando gradualmente su legislación nacional al marco internacional e interamericano establecido para los derechos de las mujeres. De acuerdo a información de la OCDE
, dentro de los países en vías de desarrollo, Latinoamérica es la región que más avances ha tenido en el reconocimiento formal de los derechos de las mujeres. Sin embargo, poco se ha logrado en la efectiva implementación de medidas específicas establecidas en los tratados internacionales relativos a la violencia en contra de las mujeres.
En su informe denominado “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de la Violencia” (2007), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos concluyó que la mayoría de los casos de violencia contra las mujeres no son formalmente investigados, juzgados o sentenciados por los aparatos judiciales y/o administrativos en los distintos países
.   El resultado es una cultura de impunidad y tolerancia a la violencia, y una creciente desconfianza en el sistema de justicia por parte de las mujeres. 
Una revisión hecha por la CIM y ONGs acerca del progreso y desafíos respecto de la implementación nacional de obligaciones internacionales revela un conjunto de problemas, incluyendo: la falta de capacidad de las instituciones abocadas a recibir denuncias por parte de las mujeres, el deficiente entrenamiento de jueces y personal asociado al sistema de justicia para abordar la violencia contra las mujeres, la falta de protocolos en el cuidado de mujeres afectadas, particularmente en lengua indígena, la utilización aún de medidas de conciliación o adopción de compromisos entre el agresor y la víctima y la falta de recursos y mecanismos para la efectiva implementación de medidas de protección. 
En este sentido, la promoción de la transversalización e institucionalización de la perspectiva de género y de los derechos humanos de las mujeres en todos los procesos, programas, políticas y acciones de los Tribunales así como el intercambio de información pertinente en materia de equidad de género constituirá un instrumento fundamental para avanzar hacia la garantía plena del acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia. 
Esta oportunidad de compartir buenas prácticas, es un espacio también para fomentar en el marco de la cooperación internacional e Interamericana la posibilidad de replicar estas buenas prácticas en todos los Estados de la región miembros y no de la Convención Belém do Pará. Por ello, esperamos que los participantes en este encuentro puedan compartir esta experiencia y multiplicar así los resultados de esta iniciativa para lograr el objetivo último de garantizar que las mujeres víctimas de violencia tengan acceso a la justicia como eje central de un mundo libre de violencia y discriminación.
La CIM, está convencida que este es el mecanismo necesario para avanzar y fortalecer los esfuerzos nacionales por ello estamos ofrece su más amplia colaboración en la medida a disposición de esta iniciativa todas nuestras capacidades técnicas para fomentar estos encuentros y visibilizar hasta el máximo de nuestras posibilidades los esfuerzos realizados y sobre todo aquellos que están dando resultados tan relevantes como los que vamos a estar compartiendo durante estos días.
Esperamos que esta experiencia que cuenta con la participación de más de quince Estados Parte de la Convención sea el inicio de una fructífera cadena de intercambios y buenas prácticas que fortalezcan, enriquezcan y garanticen el derecho de las niñas y mujeres de la región a vivir en un mundo libre de violencia.
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